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INTRODUCCIÓN

    La preocupación por la preservación y la valorización de las expresiones de la llamada cultura tradicional y popular surgió, más fuertemente en el escenario internacional, después que fue firmada por diversos países la Convención de la UNESCO sobre la Salvaguarda del Patrimonio Mundial, Cultural y Natural, en 1972. Surgió, en realidad, como una reacción de algunos países del tercer mundo ante ese documento que definía el Patrimonio Mundial sólo en términos de bienes muebles e inmuebles, conjuntos arquitectónicos y lugares urbanos o naturales. Liderados por Bolivia, aquellos países solicitaron formalmente a la UNESCO que realizara estudios que señalaran formas jurídicas de protección para las manifestaciones de la cultura tradicional y popular como un aspecto importante del Patrimonio Cultural de la Humanidad. El resultado de esos estudios apareció en la “Recomendación sobre la Salvaguarda de la Cultura Tradicional y Popular”, en 1989. Este documento fundamenta, hasta hoy, las acciones de preservación de lo que, hace poco, pasó a llamarse “patrimonio cultural inmaterial” o “intangible”. Aunque en Oriente, especialmente en Japón, la protección de esas expresiones ya era una realidad desde los años 50, en el mundo occidental las primeras iniciativas tuvieron lugar después de ese debate.

    En Brasil, el reconocimiento del papel de las expresiones populares que forman nuestra identidad cultural se remonta a los años 30 y forma parte del contexto de creación del propio Instituto del Patrimonio Histórico y Artístico Nacional - IPHAN. El registro de estas manifestaciones culturales está previsto en el anteproyecto elaborado para la creación de la institución, por Mário de Andrade, en 1936, y, aunque no haya tenido efecto durante mucho tiempo, su idea fue retomada en los años 70 por el Centro Nacional de Referencia Cultural y, después, por la Fundación Nacional Pro – Memoria. En ese periodo, se realizaron acciones de registro bastante significativas. A pesar de su carácter experimental y no sistemático, tales acciones promovieron una importante reflexión sobre la cuestión, teniendo como principal fruto el entendimiento de una noción más amplia de patrimonio cultural. Este concepto está expresado en los artículos 215 y 216 de la Constitución Federal de 1988, que también estableció la necesidad de elaborar “otras formas de cautela y de preservación”, además de la protección y conservación por parte del Estado, para las formas de expresión y modos de crear, hacer y vivir.

   En los últimos 60 años, la preocupación por la documentación de las manifestaciones vinculadas a la cultura tradicional y popular en Brasil no ha estado restringida al IPHAN o a la esfera patrimonial. Otras instituciones se interesaron por el tema, entre ellas se destaca el Centro Nacional de Folclore y Cultura Popular, hoy vinculado a la FUNARTE. Esta última tiene su origen en la Comisión Nacional del Folclore, creada en 1947, y viene realizando desde entonces un importante trabajo de conservación, promoción y difusión de la cultura popular y del conocimiento producido por la misma, apoyando las condiciones de existencia de esas manifestaciones y manteniendo un extraordinario acervo sobre el tema. En realidad, instituciones como esta son realmente las responsables por una acción de documentación de esos bienes más permanente y sistemática.

    Retomando una discusión histórica, en noviembre de 1997 el IPHAN promovió en Fortaleza un seminario internacional cuyo objetivo era discutir estrategias y formas de protección del patrimonio inmaterial. En dicho seminario se presentaron y discutieron experiencias brasileñas e internacionales de rescate y valorización de la cultura tradicional y popular. Además de eso se discutieron las acciones institucionales en ese campo, los instrumentos legales y medidas administrativas que podían ser propuestas para la conservación de estos bienes culturales y, especialmente, el concepto de “bien cultural de naturaleza inmaterial”. Realizado por la 4ª Superintendencia Regional, con el apoyo de diversas entidades locales, en el seminario se produjo un documento final, la Carta de Fortaleza, que recomendaba la profundización de la discusión sobre el concepto de patrimonio inmaterial y el desarrollo de estudios para la creación de un instrumento legal que instituyera el “registro” como el principal modo de preservación.

    Esta recomendación se apoyó en experiencias previas, como por ejemplo la que fue presentada por el antropólogo bahiano Ordep Serra que, en el periodo de su gestión como Director del Instituto del Patrimonio Artístico y Cultural de Bahia, desarrolló un proyecto de actualización de la legislación estatal de protección al patrimonio, en el cual se proponía instituir el “Registro Especial” como instrumento de preservación de bienes culturales inmateriales
.

    Atendiendo a esas recomendaciones, el Ministro de Cultura instituyó, en marzo de 1998, una Comisión cuya tarea consistía en elaborar una propuesta para lograr la reglamentación de la preservación del patrimonio inmaterial. Esta Comisión esta conformada por Joaquim Falcão, Marcos Vilaça y Thomas Farkas, miembros del Consejo del Patrimonio Cultural, y por Eduardo Portella, Presidente de la Biblioteca Nacional. En el mismo acto fue creado también un Grupo de Trabajo que reunía técnicos del IPHAN, de la FUNARTE y del Ministerio de Cultura, a fin de prestar asesoría a la Comisión
. La Comisión designó como consultor jurídico al Doctor José Paulo Cavalcanti Filho (Abogado).

DESARROLLO DEL TRABAJO

    En casi diecisiete meses, el Grupo de Trabajo Patrimonio Inmaterial (GPTI) realizó, a solicitud de la Comisión, una vasta investigación sobre la experiencia brasileña y sobre las recomendaciones, experiencias y legislación internacionales que se expedían sobre el asunto. Estas informaciones, reunidas en dos documentos de referencia
, permitieron caracterizar la situación actual de la discusión sobre la protección del patrimonio inmaterial en Brasil y en el exterior, e identificar las formas de apoyo y valorización más recomendadas y los principales problemas que ocurren en esta área.

    Un primer punto a resaltar como resultado de las investigaciones es que no hay un consenso, tanto en el ámbito nacional como internacional, sobre la expresión que mejor define el conjunto de estos bienes culturales. Este problema ya había quedado bastante claro en el seminario realizado en Fortaleza. Se verificó que se utilizan varias expresiones, todas igualmente problemáticas y simplificadoras, desde el punto de vista conceptual. Las expresiones más usadas son “patrimonio intangible”, “patrimonio inmaterial”, “cultura tradicional y popular” y, mas recientemente, “patrimonio oral”. Las dos primeras intentan delimitar su universo por medio de la institución de una categoría de patrimonio opuesta al llamado “patrimonio material o construido”. Mediante el uso de los calificativos “inmaterial” y/o “intangible” se pretende resaltar la importancia que tienen, en este caso, los procesos de creación y manutención del conocimiento sobre su producto (la fiesta, la danza, la pieza de cerámica, por ejemplo). Es decir, procuran enfatizar que el conocimiento, el proceso de creación y el modelo interesan más como patrimonio que el resultado, aunque éste sea, indudablemente, su expresión material. La principal crítica a estas expresiones es que llevan a no tener en cuenta el resultado de la manifestación y sus condiciones materiales de existencia. No abarca, por lo tanto, toda la complejidad del objeto que se pretende definir.

    A su vez, la expresión “patrimonio oral” resulta de un razonamiento similar, enfatizando, sin embargo, el modo de transmisión de las manifestaciones culturales. Constituye una tentativa, no muy exitosa, de superar los problemas conceptuales contenidos en las expresiones “patrimonio inmaterial” o “intangible” y la reducción a la que pueden conducir los adjetivos popular y tradicional. De hecho, la expresión “cultura popular y tradicional” posibilita una interpretación que tiende a excluir expresiones contemporáneas o circunscribir este universo a las manifestaciones e determinada clase o estrato social. En otras palabras, tal expresión puede conducir a un entendimiento restringido sobre este patrimonio, vinculándolo a criterios rígidos de temporalidad, clase y autenticidad.

    Conscientes de esta discusión y teniendo en cuenta que la misma está lejos de llegar a una conclusión, la Comisión y el GTPI, en este trabajo, optaron por seguir a los Artículos 215 y 216 de la Constitución Federal, los cuales definieron el patrimonio cultural brasileño como el conjunto de bienes culturales de naturaleza material e inmaterial que se refieren a la acción, a la memoria y a la identidad de los grupos que forman la sociedad brasileña. No hay duda de que las expresiones “patrimonio inmaterial” y “bien cultural de naturaleza inmaterial” refuerzan una falsa dicotomía entre estos bienes culturales vivos y el llamado patrimonio material. Por otro lado, con esta distinción, se delimita un conjunto de bienes culturales que, a pesar de estar intrínsecamente vinculado a una cultura material, no ha sido reconocido oficialmente como patrimonio nacional.

    La evaluación de las experiencias internacionales ha mostrado que el reconocimiento de las manifestaciones culturales llamadas inmateriales, como bienes patrimoniales, ocasionó una serie de recomendaciones, en gran parte análogas a aquellas de los bienes materiales, dirigidas a su identificación, salvaguarda, conservación y protección jurídica. Las acciones más recomendadas son inventario, registro y documentación, medidas de apoyo financiero (soporte económico para las actividades vinculadas a los detentores de conocimientos), difusión del conocimiento sobre las manifestaciones y, por fin, protección de la propiedad intelectual. En la medida en que la transmisión de los conocimientos tradicionales se consideró fundamental para la manutención y continuidad de esas manifestaciones, a partir de 1993, la UNESCO elaboró una propuesta de dispositivo, basada en experiencias de países orientales, para el reconocimiento y el apoyo financiero a los detentores de esos saberes. Se recomienda que los individuos o grupos sean declarados oficialmente “Tesoros Humanos Vivos” y comiencen a recibir del Estado una ayuda económica con vistas a la transmisión de sus conocimientos a las nuevas generaciones. Este dispositivo es más utilizado en países como Japón, Corea, Tailandia y Filipinas y viene siendo estudiado por los países occidentales, ya habiendo sido puesto en práctica en Francia, a través del sistema de los Maîtres d’Art. Se evaluó, sin embargo, que en la fase actual, el Estado brasileño debería concentrarse principalmente en la identificación, en el registro y en el reconocimiento de esos bienes culturales en todo el territorio nacional. No obstante, considerándose que las medidas de valorización y apoyo son también fundamentales, se propone su desarrollo en el ámbito de un programa ministerial que, además de respaldar administrativa y financieramente las acciones de identificación y registro, reúna los medios para apoyar las manifestaciones culturales de una manera más adecuada.

    La investigación realizada por el GTPI reveló que los principales problemas que interfieren en la continuidad y manutención de las expresiones de la cultura tradicional son el turismo predador, la apropiación inadecuada por parte de los medios masivos de comunicación, la uniformidad de productos resultante del proceso de globalización de la economía, la apropiación industrial de esos conocimientos y la comercialización inadecuada, tanto en el ámbito nacional como en el internacional. Esta última es perjudicial cuando ocurre por medio de la producción de copias en serie de objetos tradicionales, cuando introduce materiales no apropiados o formas inadecuadas para obtener lucro rápidamente, cuando hay una apropiación gratuita de patrones originales o principios tecnológicos tradicionales. Los especialistas evalúan que, delante del valor económico de esos bienes, es necesario que cada país cree disposiciones legales que les garanticen una mejor protección. Una de las formas recomendadas es el reconocimiento de la cultura tradicional y popular o del folclore como un área específica de la cuestión de la propiedad intelectual, inclusive en su aspecto industrial. El principal desafío ha sido el reconocimiento de la existencia de una propiedad intelectual colectiva, pues la legislación relativa al derecho de autor, en todo el mundo, se reconoce,  solamente, de forma individual. Las disposiciones legales relativas al dominio público han surgido como una salida para ese atolladero, especialmente en su modalidad remunerada. Otra posibilidad que viene siendo discutida es la creación de un derecho sui generis, mediante el cual las comunidades tradicionales autorizarían o no el uso de sus conocimientos o expresiones por parte de terceros.

     Este fue uno de los debates más extensos en el ámbito de la Comisión y del Grupo de Trabajo. Durante mucho tiempo se discutió la posibilidad de incluir, en la propuesta del instrumento legal para la preservación del patrimonio inmaterial, disposiciones relativas a la protección de la propiedad intelectual. Se barajó, inclusive, la posibilidad de que el reconocimiento del saber tradicional como patrimonio cultural de Brasil ensayara el registro de su patente en el Instituto Nacional de Propiedad Intelectual – INPI. Se concluyó, sin embargo, que, delante de la actual situación de la discusión internacional y de la necesidad de una mayor profundización del tema junto a otras instancias gubernamentales, sería precipitado e inadecuado expedirse sobre el asunto. Se evaluó que sería más importante iniciar un trabajo de identificación, inventario, registro y reconocimiento del patrimonio inmaterial de relevancia nacional, para, en un segundo momento, establecer dispositivos de protección para poner en práctica cuestiones específicas que envuelven el uso y la comercialización de estos productos. De todos modos, estas cuestiones ya vienen siendo discutidas en el ámbito del Grupo Interministerial de Propiedad Intelectual – GIPI, en funcionamiento desde 1995 junto al gabinete de la Casa Civil de la Presidencia de la República, con el objetivo de analizar todas las propuestas legislativas relativas a la protección de la propiedad intelectual colectiva y proponer alternativas, de cara a los compromisos brasileños establecidos en acuerdos y tratados internacionales. En el GIPI hay un subgrupo dedicado específicamente a la discusión del problema de la protección de los conocimientos tradicionales que, en este momento, está analizando y ofreciendo alternativas al Proyectos de Ley n. 4.751 del Poder Ejecutivo, que presenta disposiciones sobre la salvaguarda de los conocimientos tradicionales asociados a recursos genéticos. Este subgrupo que, por decisión del Ministerio de Cultura, deberá ser ahora coordinado por el IPHAN, también desarrollará estudios con vistas a proponer formas de protección más específicas del conocimiento tradicional, de modo complementario al registro a ser instituido.

    Junto con esos estudios y discusiones, el GTPI también desarrolló una reflexión conceptual sobre los diversos tipos de bienes culturales que componen el universo del  llamado patrimonio inmaterial, lo que posibilitó reunirlos en cuatro categorías básicas: de acuerdo a su naturaleza, características y demandas de registro, apoyo y valorización. Estas categorías corresponden a los saberes o a los conocimientos y modos de hacer tradicionales, a las fiestas y celebraciones, a las formas de expresión literarias, musicales, plásticas, teatrales o lúdicas y a los lugares o espacios de concentración de prácticas culturales colectivas.

      LA PROPUESTA PARA UN INSTRUMENTO LEGAL

     Los estudios y discusiones previas permitieron consolidar los principios que condujeron a la propuesta de un instrumento legal destinado al reconocimiento y a la valorización del patrimonio inmaterial. El primer principio se vincula a la propia naturaleza de ese tipo de bien. Oriundas de procesos culturales de construcción de sociabilidad, de formas de supervivencia, de apropiación de recursos naturales y de relación con el medio ambiente, esas manifestaciones poseen una dinámica específica de transmisión, actualización y transformación que no puede ser sometida a las formas usuales de protección del patrimonio cultural. El patrimonio inmaterial no requiere “protección” y “conservación” – en el mismo sentido de las nociones fundadoras de la práctica de preservación de bienes culturales muebles e inmuebles – sino identificación, reconocimiento, registro etnográfico, seguimiento periódico, divulgación y apoyo. En fin, más documentación y seguimiento y menos intervención. El segundo principio, derivado del primero, es la no – aplicabilidad al patrimonio inmaterial del concepto de autenticidad, tal como se utiliza, por lo común, en el campo de la preservación. En este caso, la noción de autenticidad debe ser sustituida por la idea de continuidad histórica, identificada por medio de estudios históricos y etnográficos que señalen las características esenciales de la manifestación, su manutención a través del tiempo y la tradición a la cual se vincula. Esa noción de continuidad histórica y el reconocimiento de la dinámica propia de transformación del bien material llevaron a la proposición de una acción fundamental: el seguimiento periódico de la manifestación para evaluar su permanencia y el registro de las transformaciones e interferencias en su trayectoria.

    Esos principios básicos permitieron caracterizar al instituto del registro no como un instrumento de tutela y protección análogo al que posee el Estado, sino como un instrumento de reconocimiento y valorización del patrimonio inmaterial. Más que una inscripción en un Libro público o un acto en el que se otorga un título, el registro corresponderá a la identificación y producción de conocimiento sobre el bien cultural. Equivaldrá a documentar, mediante los medios técnicos más adecuados, el pasado y el presente de la manifestación y sus diferentes versiones, haciendo que esas informaciones sean accesibles al público por medio de la utilización de los recursos proporcionados por las nuevas tecnologías de información. El objetivo es mantener el registro de la memoria de los bienes culturales pues esta es la única manera posible de “preservarlos”.

     En este proceso de registro, el Estado, sin embargo, no tendrá un papel de mero observador. El conocimiento generado sobre esas manifestaciones permitirá identificar de modo bastante preciso las formas más adecuadas de apoyo a su continuidad. Estas podrán abarcar desde ayuda financiera para los poseedores de saberes específicos con vistas a la transmisión de los mismos, hasta la divulgación o facilitación del acceso a materias primas, entre otras. La propuesta es que esas acciones de apoyo sean desarrolladas en el ámbito del Programa Nacional del Patrimonio Inmaterial, a ser creado juntamente con el instituto de registro. El programa tendrá como principal objetivo implementar, en el ámbito del Ministerio de Cultura, una política pública de identificación, inventario y valorización de ese patrimonio.

     El decreto presidencial fue considerado el instrumento legal más adecuado para institucionalizar el registro del patrimonio inmaterial, ya que el mismo se destina a reglamentar la norma constitucional, no implicando restricciones o limitaciones al derecho de propiedad o creación de obligaciones para otras instancias del poder público, a excepción del propio Ministerio de Cultura. La tramitación del proceso de registro, análoga a la de la protección dada por el Estado, se inicia a partir de la instauración de un proceso administrativo para reunir documentación y evaluar la relevancia cultural del bien. La decisión final se remite a una instancia superior – en este caso, el Consejo Consultivo del Patrimonio Cultural. La novedad, con relación a los procesos anteriores, es el trabajo en sociedad que necesariamente será realizado durante la instauración de este proceso. Coordinada por el IPHAN, al cual le cabrá también el pronunciamiento técnico sobre las propuestas, la instrucción será hecha conjuntamente con otras instituciones públicas y privadas, buscando siempre aprovechar el conocimiento ya producido y acumulado sobre esas manifestaciones culturales.

    La inscripción del bien en uno de los cuatro Libros establecidos en la propuesta del instrumento legal, basada en las categorías identificadas en la fase de investigación, será el acto culminante del proceso de registro. Estos Libros fueron denominados, respectivamente: Libro de los Saberes – para el registro de conocimientos y modos de hacer enraizados en la vida cotidiana de las comunidades; Libro de las Celebraciones – para las fiestas, rituales y festejos que marcan la vivencia colectiva del trabajo, de la religiosidad y del entretenimiento y otras prácticas de la vida social; Libro de la Formas de Expresión – para la inscripción de manifestaciones literarias, musicales, plásticas, escénicas y lúdicas; y el Libro de los Lugares – destinado a la inscripción de espacios, como mercados, ferias, plazas y santuarios donde se concentran y reproducen prácticas culturales colectivas. Al delimitarse el universo de los bienes culturales inmateriales mediante el contenido de los Libros de Registro, se buscó evitar conceptos rígidos, con la perspectiva de que esa definición abarcadora estimule el proceso de construcción del concepto de patrimonio inmaterial, manteniendo los parámetros establecidos por la Constitución.

     Los efectos del registro son varios. En primer lugar, queda instituida la obligación pública de documentar y acompañar la dinámica de las manifestaciones culturales registradas. En segundo lugar, con este acto de inscripción, se promueve el reconocimiento de la importancia de estos bienes culturales y su valorización mediante la concesión del título de Patrimonio Cultural de Brasil y la implantación, en sociedad con entidades públicas y privadas, de acciones de promoción y divulgación. En tercer lugar, se establece la manutención, por parte del IPHAN, de un banco de datos abierto al público sobre los bienes registrados. Por último, se favorece la transmisión y la continuidad de las manifestaciones registradas mediante la identificación de acciones de apoyo, en al ámbito del Programa Nacional del Patrimonio Inmaterial. Además de esos efectos, el registro hará posible la realización de un inventario de referencia cultural que permitirá el seguimiento de esas manifestaciones en el territorio nacional, proporcionando datos para el desarrollo de una política nacional de registro y valorización apoyada en una base sólida de conocimientos.

    La reglamentación y el detalle de los procedimientos administrativos referentes al registro serán hechos por medio de instrumentos normativos aprobados por el Consejo del Patrimonio Cultural del IPHAN, dejándose el texto del Decreto más ajustado y orientado al establecimiento de las disposiciones e ideas esenciales.

   A lo largo del trabajo de elaboración de la propuesta del decreto presidencial para la creación del registro, la Comisión y el GTPI consultaron varios especialistas en la materia y recibieron innumerables y valiosas contribuciones de miembros del Consejo Consultivo del Patrimonio Cultural, de los Departamentos de Protección y de Identificación y Documentación del IPHAN, por intermedio de la Procuradora jefe, Dra. Sista Souza dos Santos. No todas las ideas y contribuciones pudieron ser incorporadas al texto final y, hasta último momento, se registraron divergencias, lo que sólo demuestra la riqueza del proceso. La principal divergencia, y la más recurrente, es con respecto a la definición de cuáles serían las partes legítimas para provocar la instauración del proceso. Muchos colaboradores defendieron la idea de que cualquier ciudadano podría ser parte legítima para solicitar el registro de un bien cultural inmaterial. Otros, a su vez, solicitaron que se ampliase el abanico de las instituciones listadas en la propuesta, en el sentido de incluir a las instancias municipales, no exigir a las entidades culturales una representatividad regional o nacional e incluir grupos étnicos como partes legítimas. Se entendió que, con vistas a no cargar al Consejo Consultivo del patrimonio Cultural con una gran cantidad de pedidos que podrán no tener en cuenta, muchas veces, el bien del escenario nacional, el pedido de apertura de proceso de registro deberá ser siempre colectivo, siendo partes legítimas para proponer su instauración las instituciones gubernamentales federales, provinciales y municipales, las sociedades y las asociaciones civiles de cultura.

     Lejos de cerrar la discusión o agotar el asunto, este trabajo pretende ser un primer e importante paso para el reconocimiento y la valorización de nuestras manifestaciones culturales vivas. Se espera que la práctica perfeccione el instituto de registro y que abra caminos para la creación de otras formas y estrategias de preservación del patrimonio cultural brasileño, cada vez más integradas a las ansias y expectativas de la sociedad y que haya una participación cada vez más efectiva de otros sectores gubernamentales.

Brasilia, setiembre de 1999.

Márcia Sant’Anna

Coordinadora del Grupo de Trabajo Patrimonio Inmaterial.

Exposición de Motivos

y Texto Final del Decreto Presidencial

Brasilia, 17 de mayo de 2000

Excelentísimo Señor

Presidente de la República

Dr. Fernando Henrique Cardoso

    Señor Presidente:

    La inclusión de bienes culturales que citan los diferentes grupos formadores de la sociedad brasileña en la lista de nuestro patrimonio cultural constituye una demanda histórica que fue reconocida por la Constitución Federal en su Artículo 216. El texto constitucional amplió el concepto de patrimonio cultural brasileño, reconoció su doble naturaleza material e inmaterial y estableció, además de la guarda del Estado, el registro y el inventario como otras formas de protección de esos bienes. Sin embargo, doce años después, el único instrumento legal debidamente reglamentado de que dispone efectivamente el poder público para la realización de esa tarea continua siendo la guarda del Estado. Este es un instrumento válido, eficiente y actual cuando es aplicado a edificaciones, obras de arte y otros bienes de naturaleza material. Pero es inaplicable, o mejor dicho, inadecuado para la preservación de bienes y manifestaciones de carácter procesal y dinámico. En este caso, no cabe una protección legal de carácter restrictivo para preservar aquellos valores que justifican su reconocimiento como patrimonio cultural brasileño, sino instrumentos de identificación, valorización y apoyo que favorezcan su permanencia.

     Tengo la honra de someter a la elevada consideración de Su Excelencia la propuesta de institución y reglamentación del Registro de Bienes Culturales de Naturaleza Inmaterial. En este momento en el que celebramos los 500 años del Descubrimiento de Brasil y el encuentro de todos los pueblos y culturas que componen la nación, el Registro amplía las posibilidades de reconocimiento de la contribución cultural de los diversos grupos cuyo legado, en gran parte, se compone de saberes, formas de expresión y modos de hacer y vivir enraizados en la vida cotidiana de las comunidades y transmitidos de generación en generación.

     Con el propósito de atender a esa justa demanda, en marzo de 1988 el Ministerio de Cultura constituyó una Comisión y un Grupo de Trabajo compuestos, la primera, por Consejeros del Patrimonio Cultural y, el segundo, por miembros del Instituto del Patrimonio Histórico y Artístico Nacional, de la Fundación Nacional de Artes y del Ministerio de Cultura. El resultado de este trabajo – realizado con el apoyo y la participación de diversas instituciones y especialistas – permitió caracterizar el Registro como un instrumento de reconocimiento y valorización orientado especialmente a la identificación y a la producción de conocimiento sobre ese patrimonio. Más que instituir una inscripción en un libro público o proporcionar el otorgamiento de un título, el objetivo principal del nuevo instrumento es mantener, mediante la utilización de los recursos técnicos más adecuados, el registro documental de estos bienes culturales como referencia para el público actual y futuro.

    El registro así concebido es un instrumento de preservación que no limita ni crea impedimentos al derecho de propiedad y tampoco crea obligaciones para otros entes públicos o privados, excepto para el propio Ministerio de Cultura. Se trata, fundamentalmente, del establecimiento de un proceso técnico y administrativo de identificación, documentación y reconocimiento que tiene por objetivo cumplir la norma constitucional y atender a una demanda histórica. Por esa razón se propone que sea instituido por medio de un instrumento legal capaz de responder con agilidad a esta urgencia. El decreto presidencial fue considerado el mejor modo de dar esa respuesta. A fin de proporcionar la estructura administrativa y financiera necesaria al desarrollo de las acciones del registro, así como también al establecimiento de una política pública de identificación, inventario y valorización de este patrimonio, se propone la creación, en este mismo acto, del Programa Nacional del Patrimonio Inmaterial a ser implantado en el ámbito del Ministerio de Cultura, involucrando a todas sus instituciones vinculadas.

    El proceso administrativo de registro quedará a cargo del Instituto del Patrimonio Histórico y Artístico Nacional – IPHAN y de su Consejo Consultivo del Patrimonio Cultural. Se optó por no crear un órgano más en el Ministerio de Cultura y por valorizar y prestigiar las instituciones existentes, que, a ejemplo del IPHAN, de la Fundación Nacional de Artes y de la Fundación Cultural Palmares, detentan conocimiento sobre el tema. Al Consejo Consultivo le fue dada la competencia decisiva y reguladora, cabiéndole al IPHAN la ejecución de los procedimientos de Registro, cuya instrucción será realizada en asociación con otras instituciones públicas y privadas. Creemos innecesario subrayar que la trayectoria del Consejo y del IPHAN los habilita como los más adecuados e esas nuevas funciones.

     El acto culminante del Registro será la inscripción del Bien seleccionado en uno de los cuatro Libros establecidos en la presente propuesta de Decreto: el Libro de Registro de los Saberes, el Libro de Registro de las Celebraciones, el Libro de Registro de las Formas de Expresión y el Libro de Registro de los Lugares. Se optó por delimitar el universo de bienes culturales inmateriales por medio del contenido de estos Libros, rechazándose concepciones rígidas y limitadas. Se espera que esa definición abarcadora estimule el proceso de construcción del concepto de patrimonio inmaterial, mantenidos naturalmente, los parámetros establecidos por la Constitución. Aquí, Señor Presidente, nuestra opción fue por un saber construido y no por un saber dado.

    La inscripción de un bien en uno de los Libros de Registro tendrá siempre como referencia su relevancia para la memoria, la identidad y la formación de la sociedad brasileña, así como su continuidad histórica, tomada aquí en el mejor sentido de la tradición, esto es, de prácticas culturales que son constantemente reiteradas, transformadas y actualizadas, manteniendo para el grupo un vínculo del presente con su pasado. En razón, por lo tanto, del carácter esencialmente dinámico de esos bienes, se propone la actualización del registro documental de los bienes inscriptos por lo menos cada diez años, para acompañar su evolución y evaluación de la pertinencia de la revalidación del título de Patrimonio Cultural de Brasil. En caso de que haya habido una transformación total, en el sentido de rompimiento de la continuidad histórica arriba referida, o desaparición de sus elementos esenciales, el bien pierde el título, manteniéndose el Registro sólo como referencia histórica.

     Las consecuencias prácticas del Registro serán varias. La primera es instituir la obligación pública, gubernamental sobre todo, de inventariar, documentar, acompañar y apoyar la dinámica de las manifestaciones culturales registradas, mecanismo fundamental para la preservación de su memoria. La segunda consiste en el reconocimiento y la valorización de estos bienes mediante la concesión del derecho de utilizar el título de “Patrimonio Cultural de Brasil”. La tercera es su divulgación y promoción, a ser realizadas por el Ministerio de Cultura, órganos públicos, entidades privadas y de los ciudadanos. Todas estas acciones podrán ser apoyadas por el Programa Nacional del Patrimonio Inmaterial, en el ámbito del Ministerio de Cultura.

    Señor Presidente, creemos que esta es la mejor manera de potenciar el gran consenso que existe hoy en día respecto a la importancia de los bienes inmateriales para nuestro patrimonio cultural. Un consenso que se forja en la prédica de Mário de Andrade, Câmara Cascudo, Aloísio Magalhães y de tantos otros líderes e intelectuales.

    Además, Señor Presidente, la preservación de las expresiones inmateriales de la cultura es, actualmente, uno de los ítems más importantes de la agenda internacional de las organizaciones culturales. Diversos encuentros y congresos han sido realizados en los últimos años sobre el asunto, pues esta también es una demanda mundial. Pocos países, sin embargo, han logrado instituir formas de preservación del patrimonio inmaterial. En su mayoría, son países asiáticos, siendo aún pocas las experiencias occidentales. En caso de instituir el Registro, Brasil podrá ser uno de los pioneros. El momento de la conmemoración de los 500 años parece lo más oportuno para que aceitemos más ese desafío y cuidemos de un patrimonio todavía no consagrado, pero que dice mucho de lo que somos y de lo que podremos llegar a ser en un mundo globalizado.

     Reitero a Su Excelencia mis respetos. 

FRANCISCO WEFFORT

Ministro de Cultura

DECRETO N 3551 DEL 4 DE AGOSTO DE 2000

Instituye el Registro de Bienes Culturales de Naturaleza Inmateriales que constituyen el patrimonio cultural brasileño, crea el Programa Nacional del Patrimonio Inmaterial y da otras medidas.

             EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, en uso de las atribuciones que le confiere el art. 84, inciso IV, y teniendo en cuenta lo dispuesto en el art. 14 de la Ley N 9.649 del 27 de mayo de 1998,

     DECRETA:

            Art. 1º Queda instituido el registro de bienes culturales de naturaleza inmaterial que constituyen el patrimonio cultural brasileño.

            § 1º Este registro se hará en uno de los siguientes libros:

I- Libro de Registro de los Saberes, donde serán inscriptos los conocimientos y modos de hacer enraizados en la vida cotidiana de las comunidades.

II- Libro de Registro de las Celebraciones, donde serán inscriptos los rituales y fiestas que marcan la vivencia colectiva del trabajo, de la religiosidad, del entretenimiento y de otras prácticas de la vida social.

III- Libro de Registro de las Formas de Expresión, donde serán inscriptas las manifestaciones literarias, musicales, plásticas, escénicas y lúdicas.

IV- Libro de Registro de los Lugares, donde serán inscriptos mercados, ferias, santuarios, plazas y demás espacios donde se concentran y reproducen prácticas culturales colectivas.

            § 2º La inscripción en uno de los libros de registro tendrá siempre como referencia la continuidad histórica del bien y su relevancia nacional para la memoria, la identidad y la formación de la sociedad brasileña.

            § 3º Otros libros de registro podrán ser abiertos para la inscripción de bienes culturales de naturaleza inmaterial que constituyan patrimonio cultural brasileño y no se encuadren en los libros definidos en el parágrafo primero de este artículo.

            Art. 2º Son partes legítimas para provocar la instauración del proceso de registro:

I- el Ministerio de Estado de Cultura;

II- instituciones vinculadas al Ministerio de Cultura;

III- Secretarías de Estado, de Municipio y del Distrito Federal;

IV- sociedades o asociaciones civiles.

            Art. 3º Las propuestas para el registro, acompañadas de su documentación técnica, serán dirigidas al Presidente del Instituto del Patrimonio Histórico y Artístico Nacional – IPHAN, que las someterá al Consejo Consultivo del Patrimonio Cultural.

            § 1º La instrucción de los procesos de registro será supervisada por el IPHAN.

            § 2º La instrucción constará de una descripción pormenorizada del bien a ser registrado, acompañada de la documentación correspondiente, y deberá mencionar todos los elementos que le sean culturalmente relevantes.

            § 3º La instrucción de los procesos podrá ser hecha por otros órganos del Ministerio de Cultura, por las unidades del IPHAN o por entidad, pública o privada, que detente conocimientos específicos sobre la materia, en los términos del reglamento a ser expedido por el Consejo Consultivo del Patrimonio Cultural.

            § 4º Ultimada la instrucción, el IPHAN emitirá un parecer acerca de la propuesta de registro y enviará el proceso al Consejo Consultivo del Patrimonio Cultural, para que delibere.

            § 5º El parecer de que trata el parágrafo anterior será publicado en el Diario Oficial de la Unión, para eventuales manifestaciones sobre el registro, que deberán ser presentadas al Consejo Consultivo del Patrimonio Cultural en un plazo de hasta 30 días, contados desde la fecha de publicación del parecer.

           Art. 4º El proceso de registro, ya instruido con las eventuales manifestaciones presentadas, será puesto a consideración del Consejo Consultivo del Patrimonio Cultural.

           Art. 5º En caso de decisión favorable del Consejo Consultivo del Patrimonio Cultural, el bien será inscripto en el libro correspondiente y recibirá el título de “Patrimonio Cultural de Brasil”.

           Parágrafo único. Cabrá al Consejo Consultivo del Patrimonio Cultural determinar la apertura, cuando fuera el caso, de un nuevo Libro de Registro, atendiendo a lo dispuesto en los términos del § 3º del art. 1º de este Decreto.

             Art. 6º Al Ministerio de Cultura le cabe asegurar al bien registrado:

I- documentación por todos los medios técnicos admitidos, cabiéndole al IPHAN mantener un banco de datos con el material producido durante la instrucción del proceso.

II- amplia divulgación y promoción.

             Art. 7º El IPHAN volverá a hacer una evaluación de los bienes culturales registrados, por lo menos cada diez años, y la enviará al Consejo Consultivo del Patrimonio Cultural para decidir sobre la revalidación del título de “Patrimonio Cultural de Brasil”.

             Parágrafo único. Negada la revalidación, será mantenido sólo el registro, como referencia cultural de su tiempo.

             Art. 8º Queda instituido, en el ámbito del Ministerio de Cultura, el “Programa Nacional del Patrimonio Inmaterial”, teniendo como objetivo implementar una política específica de inventario, referencia y valorización de este patrimonio.

             Parágrafo único. El Ministerio de Cultura establecerá, en un plazo de noventa días, las bases para el desarrollo del Programa de que trata este artículo.

             Art. 9º Este Decreto entra en vigencia en la fecha de su publicación.

             Brasilia, 4 de agosto de 2000; 179º de la Independencia y 112º de la República.

FERNANDO HENRIQUE CARDOSO

FRANCISCO WEFFORT

� Proyecto Legislación, coordinado por Carlos A. Amorim y Márcia Sant’Anna, Instituto del Patrimonio Artístico y Cultural de Bahia, 1987/89.


� Márcia G. De Sant’ Anna (coordinadora), Célia Maria Corsino, Ana Cláudia Lima e Alves y Ana Gita de Oliveira, del IPHAN; Maria Cecília Londres Fonseca, de la Secretaría de Patrimonio, Museos y Artes Plásticas, del Ministerio de Cultura; y Cláudia Márcia Ferreira, del Centro Nacional de Folclore y Cultura Popular de la FUNARTE. También formaron parte del grupo, el inicio del trabajo, Ana Maria Roland y Sidney Fernandes Solis, ambos del IPHAN.


� “La experiencia brasileña en el trato de las cuestiones relativas a la protección del patrimonio cultural inmaterial” y “Propuestas, experiencias y reglamentaciones internacionales sobre la protección del patrimonio cultural inmaterial”.
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